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SRNTF:,NCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Lima, 22 dc octubre de 2018

ASUNTO

Recu¡so de agravio constitucional interpuesto por don Emigdio Heredia Vera
contra la resolución de fojas zl5, de fecha 23 de marzo de 2018, expedida por la Primeú
Sala Especializada en lo Civil de la Corte Superior de Justicia de Lambayeque, que

declaró imp¡ocedente [a demanda de autos.

FUNDAMENTOS

al El Peruano el 29 de agosto de 2014, este Tribunal estableció, e¡ el
49, con caráctcr de precedente, que se expedirá sentencia interlocutoria

ncgatoria, dictada sin más 1rámi1e, crLando se prese[te alguno de los siguicntcs
supuestos, que igualmente están contenidos en el artícr¡lo 11 del Rcglanrento
Normativo del Tribunal Constitucional:

a) Carezca de lundamentación la supuesta vulneración que se invoque.
b) La cuestión de Derecho contenida en el ¡ecurso no sea de espeoial

trásce¡dencia constitucional.
c) La cuestión de De¡echo invocada contradiga un precedente del Tribunal

Constitucional.
d) Se haya decidido de manera desestimatoria en casos sustancialmente iguales.

lln cl prescntc caso, se cvidencia quc el recurso de agravio no está refe¡ido a una
cuestión de Derecho de especial trascendencia coI1stitucional. Al respecto, un
recu¡so carece de csta cualidad cuando: (i) no está ¡elacionado con el contenido
constitucionalmcntc protegido dc un dcrecho fundamental; (ii) vcrsa sobrc un
asunto materialmente excluido del proceso de tutela de que se trata; o (iii) lo
pretendido no alude a un asunto que requiere una tutela de especial urgencia.

3. Expresado de olro modo. y te¡iendo en cuenta lo precisado en el fundamento 50 de

la se¡tencia emitida en el Expedielte 00987-2014-PA/TC, una cuestión no ieviste
especial tr¿scendencia constitr¡cional en los siguientes casos: (i) si una lutura
resolución del Tribural Constitucional no soluciona aigún conflicto de relevancia
co stitucional, pucs no existe lesión que comprometa el derecho ¡lndamental
involucrado o se trata de un asunto que no corresponde resolver en la vía
constilucional; o (ii) si no existe necesidad de tutelar de manera urgente el derecho
collstitucional invocado y no median razones subjetivas u objetivas que habiliten a

este órgano colegiado para emitir un pronunciamiento de fondo.

En la sentencia emilida en el Expedieüte 00987-2014-PA/TC, publicada en el diario
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4. Para csta Sala del Tribu¡al Constitucional, no corresponde emi¡ir un
pronunciamiento de londo porque el recurrente no ha cumplido con agolar la vía
prcvia ni ha demoslrado encontrarse exceptuado de agotarla. En el¿cto, se cuestjona

la Resoluoión 07-2017-CJLPFCH, de fecha 4 de agosto de 2017, emitida por la
Comisión de Justicia de la Liga Provincial de Fútbol de Chiclayo, mediante la cual

sc impuso al actor, en su condición de dir;gente depofiivo, la sanción de

prohibición de ejercer toda actividad firtbolíslica por el período dc dos años. Aduce
que no fue notificado del inicio de un procedimiento sancionado¡ en su contra, por
1o que han vulnerado su derecho al debido proceso, en su manifestación al derecho
de defensa. Sin embargo, no se verihca en autos que dicha decisión haya. sido
objeto de impugnación alguna conforme a lo establecido en el Reglamento Unico
dc Justicia de la Federación Peruana de Fútbol, ni se acredita, que se incurra en

a guno dr los.upuesto( de ercepción.

5. En consecuencia, y de lo expuesto en los fundamentos 2 a 4 supra, se veriñca que
el presente recurso de agmvio ha incurrido en la causal de rechazo prevista en cl
acápite b) del fundamento 49 de la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-
PA/TC y en el inciso b) del artículo ll del Reglamenlo Normativo del Tribunal
Constituciolal. Por esta razón, corresponde decla¡ar, sin más trámite, improcedente
el recur.u de agrrr io constilucional.

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le
confiere la Constitución Política del Perú, y ]a participació¡1 del magistrado Espinosr-
Saldaña Barera, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del
magistrado Feüero Costa,

Declarar IMPROCEDENTE el ¡ecurso de agravio constitucional porque la cuestión de
Derecho contenida en el recurso carece de e ial tmsccndencia constitncional

Publiqucse y rT otifíqucse

ko (ESPINOSA-SALDAÑA BARRE

Lo

a,-r1

RESUELVE
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potestad que me oto¡ga la Constitución, y con el mayor respeto por la ponencia
dc mi colcga magistrado, cmito cl presente voto singular, pa¡a expresar respetuosamcntc
que disiento del precedente vinculante establecido en la Sentencia 00987-2014-PA/TC.
SENTINCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA. por los fundamentos que a

continuación expongo:

I rilliliilllil llfll lillllll
EXP. N.' 01394,2018 PA/r C
LAMBAYEQUE
EMIGDIO IIEREDIA VERA

La Constilüción de 1979 crcó el Tribunal de Gar¿útías Constitucionalcs como
instancia de casación y Ia Constitución de 1993 convirtió al Tribunal Constitucional
en instancia de t'allo. La Constitución del 79, por primera vez en nuestra histo a
conslilucional, dispuso la creación de tm órgano ad ftoc, indcpendiente del Poder'
Judicial, con la tarea de ga¡antizar la supremacía constirucional y la vigencia plena
dc los derechos lundamentales.

2. La Ley Fundamcntal de 1979 estableció que el Tribunal de Garantías
Constitucionales era un órgano de control de ia Constitución, que tenía j urisd icción
en todo el teiTitorio nacional para conocer, en vía de casacíón, de los habeas corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, 1o que implicó que dicho Tribtutal no
constituía una instancia habilitada para fallar en forma delinitiva sobre la causa. Es
decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como arnenaza o lesión a los
Jercchos rcronocido. en la Con.tilución.

3. En ese sentido, la Ley 23385, Ley Orgánica del 'l'ribtmal de Garanrías
Constitucionales. vigcnte en ese momento, estableció, en sus articulos 42 al 46, que
dicho órgano, al encontra¡ una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en lbrma errada o ha incurrido en graves vicios procesales en la
tramitación y resolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, lucgo de
señalar Ia deficiencia, devolve¡á los actuados a la Cofe Suprema de Justicia de la
República (reenvio) para que emita nucvo fallo siguiendo sus lineamientos,
procedimicnto que, a todas luces, dilataba e¡ exceso los procesos constitucionales
¡nencionados.

tw1

EL TRTBUNAL CoNsrrrucroNAl corllo coRTE D[ REvrsróN o RALLo y No DE
CASACIóN

4. El modelo dc tutela a[te arnenazas y vulneración de de¡echos h¡e seriamente
modil-rcado en la Constitución de 1993. En p mer lugar, se amplian los
mccanismos de tutela de dos a cuatro, a saber, habeas corpus, ünparo, hatbedt dutct
y acción de cumplimiento. En segundo lugar, se crea al'l'¡ibunal Constitucional
como ó¡gaDo de control de la constitucionalidad, aun cuando la Constitución lo
calilica e¡¡óneamcnte cotno "órgano de control de la Constitución". No obstante, en
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matcria de procesos collstitucionales de la libefad, la Constitución cstablece que el

Tribunal Constitucional es insla¡1cia de revisión o fallo.

5. Cabe señalar que la Constitución Política del Perú, en su articulo 202, inciso 2.
p¡esc be que corresponde al Tribulal Constitucional "conocer, en úllima y
tlel ¡tivd insl.tncia, las resoluciones denegaforias d¡ctadas en los procesos de

hobeas corpus, amparo, habeas data;y acción de cu plifi¡eúto". Esta disrusición
conslilucional, desde una posición de franca tutcla dc los de¡echos fundámentales,
exige quc el 'I¡ibunal Constitucional escuche y evalúe ios alegatos de quien se

estima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectura divcrsa
contmvendría mandatos escnciales de la Constitución. como son el principio de

defensa de ia pcrsona humana y eL rcspeto de su dignidad como fin supremo de la
socicdad y dcl Estado (artículo 1), y "la observancía del debido proceso y fuleld
jutL^dícciondl- Ninguna persona puede ser desviada de la jurisdicción
predeterminatla por la lq,, úi somet¡da a procedimiento distinto de los preridmenle
erlablecidos, ni ¡uzgeda por órganos juri,ediccionales de ercepción ni por
comisiones especiules creadas al e/ecto cualquiera sea su denoninación",
consagrada en el aftículo 139, inciso 3.

6. Como se advierte, a dil'erencia de lo que acontece en otros paiscs, en ios cuales el
acceso a la última instancia constitucional tiene lugar por la via del certiowi
(Suprema Corte de los Estados Unidos), en el Perú el Poder Conslituyente optó por
un órgano supremo de inte¡pretación de la Constitución capaz de ingresar al lbndo
en los llamados procesos de l;r libertad cuando cl agraviado no haya obtenido una
protección dc su dc¡echo en sede del Poder Judicial. En otras palabras, si lo que
está en discusión es la supl¡esta amenaza o lesión de un dcrecho fundamental, se

dcbc ab¡ir la vía corespondiente para que el Tribunal Constitucional pucda
pronunciarsc. Pcro la apertura de esta vía solo se produce si se permitc al
pelicionante colaborar con los jueces constitucionales mediante un pormenorizado
¡nilisi. de lo quc.c pret<¡rde. de lo que se in\u(a.

7. Lo coDstitucional es escuchar a la parte como concretización de su de¡echo
irrenunciable a la defensa; además, un Tribulal Comtitucional constituye cl más
electivo medio de defensa de ios derechos fundamentales liente a los poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el triunfo de la justicia frenle a Ia
arbitraricdad.

iltilililtililil ililt
LXP, N," OI39,I,2(]I8.PA/TC
I,AMBAYEQUE
FMICDIO IIF,RF,DIA VI]RA

!ll, DERECHo a srR oíDo cotrro MANTTEST^CróN DE L^ DEMOCRATTZACIóN DE Los
PROCfSoS CoNSTITUCIoNALES DE LA LIBERTAI)

8. l.a admiDistracióD de justicia constitucional de la libenad que brinda el Tribunal
Constitucional, dcsdc su creación, es respeluosa, como corresponde, del derecho de

w\
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delensa inherente a toda persona. ouya manilestación primaria es el derecho a ser
oido con todas las debidas garantías al interior dc cualquier proceso en el cual se

dclennincn sus derechos, interescs y obligaciones-

9. Precisamenle, mi alejamiento respeclo a la emisiól de una resolución constituciona]
sin realizarse audicncia de vista está relacionado con la defensa. Ia cual. sóio es

el'ectiva cuando eljusticiable y sus abogados pucdcn exponer, de manera escrita y
oral, los argumentos peÍinentes, concretándose el principio de inmediacion que
debe rcgir en todo proceso constitucional.

10. Sobre la intervenció¡ de ]as partes, concsponde señalar que, en taÍto que la
potestad de administrar justicia constituye una manifestación del poder que el
Estado ostenta sobre las pcrsonas, su ejercicio resulta constitucional cuando se
brinda con est¡icto respeto de los de¡echos inherentes a todo ser humano, lo que
incluye el derecho a sc¡ oído con las debidas garantias.

12. En ese sentido, la Corte Intetamericana de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de defensa "oblígd al Estddo a tratar al ¡nd¡\riduo en fodo momento como
un perdadero sujeto del prcceso, en el mú.' um[¡lio sentic¡o Jc ¿\Íe conccpfo, y no
símplemente como objeto del mismo"' . y que "¡,tra quc ctistu LlebiJo ¡roceso legal
es pteciso que un justiciable pueda hacer yaler sus de¡.echos y del¿nder sus
inlereses en-fotna efectivd y en cond¡c¡ofies de igualdald procesal con otro.r
¡utticiables'2.

I Co.te IDI{. Caso Bareto Leiva vs. Venezuela. sentencia del 17 de noviembre de 2009
ptunlo 29.
t Co.t" IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
scntencia del21 de junio de 2002, pánafo 146.

rrtil

Il. Cabe añadir que la paticipación directa de las pa es, en defensa de sus intereses,
quc sc concede en la audiencia de vista, también constituye un elemento que
democratiza el p¡oceso. De lo contrario, se decidiría sob¡e ia eslera de interés de
una persona sin permitirle alegar lo correspondie¡te a su lávor, 1o que resultaría
excluyente y antidemocrático. Además, el Tribunal Constitucional tiene el deber
ineludible de optimizar, en cada caso concreto. las razones, los motivos y los
argumentos que justifica[ sus decisiones, porque el Tribunál Constitucional se
lcgitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus lrzones, por
expresar de modo suficiente las razones dc de¡echo y de hecho relcvantes en cada
caso que resuelve-
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NA't'URALIZA PRocxsaL DEL RECURSo DE AGR^vro CoNsrrrucIoNAL

ll. El modelo de "inslancia de 1állo" plasrnado en la Constitución no puede ser
desvi¡1uado por el Tribunal Constitucional si no cs con grave violación de sus

disposiciones. Dicho l'ribunales su intérprete supremo. pero no su reformador, toda
vez que como órgano collstituido también está sometido a la Constitución.

14. Cuando se aplica a un proceso constitucional de la libertad la denorninada
"sentencia interlocutoria", el recurso de agravio constitucional (RAC) pierde su
verdadera esencia jurídica, ya que el Tribunal Constitucion¿l no tiene competen(ia
para "revisar" ni mucho menos "recaliñcar" elrecürso de agravio constitr¡cio¡ul.

15. De conlomidad con los afículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
T¡ibunal Conslilucion¿l no "concede" el recurso. Esta cs una conpetencia de la
Sala Supcrior del Poder Judicial. Al Tribunai lo que le corresponde es conocer dcl
RAC y pronunciarse sobre el fondo. Po¡ ende, no le ha sido dada la competenoia de
rcchaza¡ dicho recu¡so! si¡1o por el contrario de "conoccr" lo que la parte alega
como un rgrrr io quc le car¡sa indeiinsiun.

16. Por otro lado, ia "sentencia intcrlocutoria" establece como supuestos paaa su
aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo coDtenido, en el mejoi de los casos,
rcquiere ser aclaiado, justificado y concretado en supuestos específicos, a saber,
idcntificar e¡ qué casos se aplicaria. No haccrlo, no definirlo. ni justilicarlo,
convierte el empleo de la precitada sentencia en arbitrario, toda vez que se podria
afcctar. ent¡e otros. el derecho lündamental de defensa, en sü maniléstación de ser
oído cor las debidas garatltías, pues ello daria iugar a decisiones subjeli\as )
carentes de prediclibilidad, afectando notablemente a los .iusticiables, quienes
lendrian que adivinar qué resolverá el Tribünal Constitucioíal anles de presentar su
respectiva demanda.

17. Por lo demás, n¿ltd¡i¡^ mutatndis, el precedente vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-PA/TC repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en oros
lállos, conro cn el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramirez (Sentencia 02877-
2005-PIIC/TC). f)el tnismo modo, constituye una reafirmación de la naturaleza
procesal de los procesos constitt¡cionales de la iibertad (supletoriedad, \,ía pre\ ia,
vias paralelas. Iitispendencia, invocación del derecho constitucional líquido y
cierto, etc. ).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la liber¡ad scan de
una naturalcza procesal distinla a la de los p¡ocesos ordinarios no constitule un
motivo para quc se pueda desli¡1uar la esencia p ncipal del recürso de agravio
constitucional.

m
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19. Por tanto. si sc ticnc en cucnta que la justicia en sede constih¡cional representa la
últina posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentales de los
agraviados, voto a f¡vor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista, lo que garantiza que el Tribtural Constitucional, en tanto instancia última y
deñnitiva, sea la adecuada para poder escuch¿lr a las pcrsonas afcctadas en sus
derechos esenciales cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiel1e en cL¡enta qüe, agotada Ia vía constitucional, aljusticiable
solo le queda el camino de la jurisdicción internacional de protección de de¡echos
hL¡manos,

20. Como afi¡mó Raúl !'elae¡o Rebagliati, "la del'ensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una dcfensa total de la Constitr.¡ció¡r, pues si toda garantía constitucional
entraña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al defender su derecho
cstá det'endiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta op mida o
envilecida sjn la protección judicial auténtica".
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